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CONFERENCIA JUDICIAL ANDIARIOS /SIP “COMBATIR LA IMPUNIDAD” BOGOTÁ, 

2 de septiembre de 2008


“Viabilidad jurídica y práctica de las propuestas de políticas públicas del estudio para combatir la impunidad de los crímenes contra periodistas“
HERNÁN ANDRADE SERRANO

Presidente del Senado

Buenos días.

Frente a casos como el del periodista Orlando Sierra y del mismo director de El Espectador, don Guillermo Cano, no puedo negar que la aplicación de la política criminal del Estado Colombiano tiene fisuras que permiten lo que el estudio ha llamado “Impunidad relativa”, o parcial diría yo. Efectivamente, mientras los procesos judiciales por estos crímenes se queden en la condena a los autores materiales y a uno u otro cómplice, la impunidad podrá alegarse con razón.
Sin embargo, nuestros avances constitucionales y legislativos en materia de protección al periodismo, y en general del derecho a la información y a la opinión, son notables frente al promedio latinoamericano. Es evidente que la redacción del artículo 20 de la Constitución Política constituyó un salto enorme en esa materia, con cinco postulados:

1. Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su pensamiento y opiniones, 

2. La de informar y recibir información veraz e imparcial,

3. La de fundar medios masivos de comunicación. Estos son libres y tienen responsabilidad social. 

4. Se garantiza el derecho a la rectificación en condiciones de equidad. 

5. No habrá censura.

Y si ello no bastara, se agregaron el artículo 73:

 La actividad periodística gozará de protección para garantizar su libertad e independencia profesional. Y el artículo 74. Todas las personas tienen derecho a acceder a los documentos públicos salvo los casos que establezca la ley. El secreto profesional es inviolable.
Por supuesto que tales premisas constitucionales, por sí solas y en el papel, no son mecanismos suficientes, especialmente para la prevención y protección de los periodistas, ni para impedir la impunidad de los crímenes cometidos en las personas de comunicadores.
Desde la Ley 40 de 1993, y el nuevo Código Penal contenido en la Ley 599 de 2000, se considera que – entre otros – el homicidio de un periodista tiene la connotación de terrorismo o con fines terroristas. Allí tenemos un desarrollo legal que da preponderancia a la acción punitiva frente a ese tipo de crímenes, y de paso fortalece las medidas que el Estado debe adoptar para evitar su impunidad. 
En síntesis al Estado frente a la libertad de expresión y de la prensa le competen múltiples obligaciones: unas de carácter NEGATIVO que consisten en abstenerse de adelantar acciones de censura o que limiten o restrinjan la libertad de expresión y de opinión.  En ello, se puede decir que nuestro desempeño como Estado es más que satisfactorio.

El problema está en las obligaciones POSITIVAS  que pretenden básicamente evitar que otros sujetos o actores sociales violenten la libertad de expresión; o una vez presentado el caso, se sancione drásticamente a los responsables.  En este tema, a pesar de los programas de protección, y de las investigaciones en curso, estamos ciertamente lejos de una situación óptima. 
El fenómeno de la violencia contra los comunicadores tiene efectos nefastos frente a la libertad de expresión aludida en los textos legales.  La violencia y sobre todo su factor multiplicador, la IMPUNIDAD, en el caso de los crímenes contra periodistas produce entre otros efectos el silencio y autocensura de vastas regiones del país, desestimula el periodismo investigativo al tiempo que establece temas, personas o grupos de intocables.

En Colombia, desafortunadamente, como lo manifestaron miembros de los propios cuerpos de investigación, las amenazas contra periodistas solo se investigan cuando se concretan, y el efecto intimidatorio se amplifica cuando la justicia brilla por su ausencia.

Pero el problema no termina allí, el silencio que impone la violencia sobre los comunicadores produce efectos en la democracia misma, toda vez que difícilmente haya lugar a ella sin la posibilidad de la libre controversia y con la existencia de temas vedados a la opinión pública.

Ahora, respecto de las cifras de violencia física contra los periodistas colombianos, el panorama es cada vez más alentador. En lo que va corrido de 2008, de acuerdo con las cifras del Proyecto Impunidad, de la Sociedad Interamericana de Prensa, únicamente se ha registrado el secuestro de un periodista, Mario Alfonso Puello, en Riohacha, la Guajira, a manos del ELN, afortunadamente liberado tras 122 días de cautiverio. El avance es significativo: el año pasado hubo dos homicidios; en 2006, 2005 y 2004 hubo tres homicidios de periodistas en cada año. Cifras todas dolorosas, como las de 2003, con 8 homicidios, y en 2002 llegamos a 9 homicidios, en tanto que en 2001 la cifra fue de 6 homicidios y en el año 2000 de 9 homicidios. Todos estos casos, según el reporte de la SIP, como consecuencia de su ejercicio profesional. No podemos pasar por alto nuestros avances en este reporte, que van en directa relación con la Política de Seguridad Democrática: Colombia es cada vez más seguro, o si quieren menos inseguro, para ejercer el periodismo. 
Pero como diría nuestro maestro Álvaro Gómez Hurtado: debemos trabajar es para que a los periodistas no los maten ni los secuestren ni los intimiden, y si ello ocurre, pues a protegerlos y a castigar a los responsables.
---------------------------- o --------------------------------
Sin mayor análisis no me atrevería a señalar la conveniencia o no de las reformas que proponen los doctores Uprimny y Puyana, pero es evidente que tanto en el caso del homicidio de Orlando Sierra como de tantos otros colombianos, periodistas o no, la amplia discrecionalidad de que eventualmente gozan tanto el juez del conocimiento como el juez de ejecución de penas puede conducir a beneficios inadecuados para la concreción de la punibilidad que la sociedad espera. Y no hay aquí un cuestionamiento a la labor de los jueces, para quienes el único imperio es la ley y a ella se atienen en sus consideraciones subjetivas de cualquier fenómeno criminal. De ninguna manera, pero es pertinente analizar hasta dónde puede estirarse esa discrecionalidad y sobre qué tipos penales, cuya aplicación no conduzca a mayor protección de los derechos de los delincuentes y menor defensa del interés de la sociedad en general y de las víctimas en particular.
En gracia de discusión valdría señalar que las excepciones contenidas en el artículo 70 de la Ley de Justicia y Paz se quedaron cortas, puesto que mientras se excluye a los narcotraficantes de esa rebaja de la décima parte, no se contemplaron otros tipos penales de mayor gravedad como, por ejemplo, los que se cometen “con fines terroristas”, entre ellos el homicidio de periodistas, o el secuestro o el genocidio o la desaparición forzada.  No obstante, debemos señalar que le asiste razón al estudio al señalar la inconveniencia de las rebajas o reducciones generales de la pena, como las contenidas en esta normativa.
Ahora, frente a los cuestionamientos a la llamada resocialización de los condenados, especialmente aquellos sentenciados por crímenes graves, no parece conveniente que acumulemos reformas o regímenes detallados para cada evento penal. Sin desconocer que la valoración de la resocialización de una persona presenta falencias operativas y científicas, la solución pasa más por un mejor capital humano – seguramente con alto nivel científico - que se encargue de esa valoración y le presente a la sociedad resultados con menores riesgos. Sería necio desconocer que las rebajas otorgadas a uno de los involucrados en la financiación del asesinato de don Guillermo Cano, por el solo hecho de fabricar unas escobas, o al sujeto que disparó contra Orlando Sierra por estudios o trabajos resocializadores que no aparecen claramente determinados, son un craso error de vigilancia penitenciaria y, sobre todo, de una seria valoración cualificada. 
Es interesante la propuesta de fortalecer la representación de las víctimas en este tipo de procesos. En términos de la representación, el sistema legislativo vigente no contempla la posibilidad de que las familias de los periodistas víctimas de delitos - relacionados con el ejercicio de su función - puedan ser representadas por algún tipo de organización institucional o gremial.
Es plenamente válida la preocupación, que va en la línea de lo señalado por la jurisprudencia constitucional: el derecho de las víctimas no se contrae a un superfluo interés de reparación económica, sino que ahonda en la necesidad de verdad y justicia.
En el caso particular de un periodista, vale discutir la conveniencia de que tal representación civil, en los casos en que las familias no la asuman, esté en cabeza de una Defensoría Pública o un gremio representativo. No tengo claro si tal poder le pueda ser otorgado, por Ley, a una organización como la Sociedad Interamericana de Prensa o  a un gremio que aglutine un número representativo de periodistas, como la Federación Colombiana de Periodistas o alguno de los Círculos de Periodistas activos en el país.  De igual forma, considero que para efectos de impulsar los procesos judiciales dicha intervención de la parte civil, debería ser OBLIGATORIA.
Debo decir aquí que el Congreso de la República ha sido y será respetuoso, y propenderá por todo tipo de protección, de los derechos fundamentales a informar y ser informado, a opinar, a no ser censurado y al sigilo profesional de los periodistas. Y con mayor razón cuando se trata de trabajar en conjunto para fortalecer la Política Criminal que apunte a reducir los niveles de impunidad en todo tipo de violaciones a la Ley Penal. 
Es claro que a los ciudadanos no les suena serio que, mientras las normas penales prevén penas máximas de 40 años, los delincuentes salgan de las cárceles cuando no han llegado siquiera a la tercera parte de cumplimiento de esas condenas. Por ello es pertinente enfatizar que, en todos los casos criminales, Colombia ha desarrollado y aplicado desde siglos atrás un sistema punitivo casi universal que considera, entre otros, los principios de  prevención especial, reinserción social y protección al condenado. Y a eso debe atenerse cualquier Política Criminal, y de allí el origen de las reducciones de pena por trabajo o estudio, o los beneficios por aceptación de cargos o colaboración con la Justicia, entre otros. Que la reinserción social funcione mal o muy mal, como en este caso que nos ocupa con un asesino que sale supuestamente resocializado e inmediatamente vuelve al crimen, no debe endilgársele al Ordenamiento Penal o a la Política Criminal, sino a las falencias ya señaladas en el procedimiento.
Es plenamente considerable que se abra el debate, con el liderazgo de la Corte Suprema, del señor Fiscal y de los expertos penalistas, de la propuesta para establecer penas mínimas que deban ser cumplidas para ciertos delitos de mayor gravedad. Los casos de homicidio con fines terroristas (entre los cuales se incluyen los homicidios de periodistas), genocidio, homicidio en persona protegida, secuestro, tortura, actos sexuales violentos – especialmente contra menores de edad, y la desaparición forzada, podrían ser objeto de esa regulación especial. Indigna sobremanera que pueda uno encontrarse en la calle o en una reunión a quienes pocos años atrás eran condenados por atroces delitos, con las consideraciones particulares de aquellos eventos que consultan el interés superior, como los que resultan de un proceso de paz o de una dejación colectiva de armas.
Es inocultable que los niveles de impunidad en el país, de todos los casos criminales, siguen siendo muy altos. Y ello obedece a diversos factores estructurales, culturales, sociales e incluso económicos. La impunidad no solo cobija, desafortunadamente, a los casos de periodistas. Allí están los crímenes contra inermes concejales y alcaldes, líderes comunales, dirigentes sindicales, diputados y congresistas, e incluso notables candidatos presidenciales, desde el Mariscal Antonio José de Sucre hasta Álvaro Gómez Hurtado. 
Nada de ello por supuesto es excusa; al contrario, es para enfatizar que todo esfuerzo legislativo o normativo será válido para cerrar el paso a la impunidad y, específicamente, para evitar que casos en los que se logró un gran primer avance, como la captura del confeso autor material, se queden a medio camino por las causas ya señaladas seria y juiciosamente en el estudio de los doctores Uprimny y Puyana. 
Bogotá D.C., 2 de septiembre de 2008

Muchas gracias
